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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA
Bogotá D.C. cuatro (4) de mayo de  dos mil once (2011)
Magistrada Ponente: Dra. JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
Radicación No.  470011102000200900581 01 
Aprobado según Acta de Sala No. 41
ASUNTO

Procede la Sala a resolver el recurso de APELACIÓN interpuesto contra la sentencia del 27 de octubre de 2010, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Magdalena
, mediante la cual sancionó con suspensión de dos años en el ejercicio de la profesión al abogado ADOLFO ARTURO JIMÉNEZ CORPAS, al hallarlo responsable de la comisión de la falta descrita en el numeral 2° del artículo 52 del Decreto 196 de 1971.

HECHOS Y ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Como recuento procesal que interesa para el objeto del pronunciamiento se tiene que originó la presente investigación disciplinaria la decisión proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Magdalena del 23 de noviembre de 2009, mediante la cual se ordenó la ruptura de la unidad procesal adelantado contra el togado ADOLFO ARTURO JIMÉNEZ CORPAS, entre otros, teniendo en cuenta que mediante actas 38 y 78 del 2 de mayo de 2008 y 21 de octubre de 2009 esa Sala repartió varias actuaciones disciplinarias con fines a investigar la conducta de varios abogados en el desfalco al Seguro Social –Seccional Magdalena-  quienes utilizaron la fraudulenta interposición y cobro de demandas ejecutivas en contra de la entidad, con base en acreencias inexistentes, generándose un desmedro superior a $ 10.000.000.000 de sus arcas (fls. 1 a 8 c.o.). 

2.- Mediante auto del 4 de diciembre de 2009 se fijó como fecha para la celebración de la audiencia de pruebas y calificación provisional el 19 de enero de 2010 a las 4 pm (fl. 9 c.o.), sin embargo en proveído calendado enero 19 del mismo año se programó nueva fecha para el 16 de febrero a las 9 am, habida cuenta de que no se citó al investigado (fl. 15 c.o.)

3.- En la fecha y hora indicada se dio inició a la audiencia de pruebas y calificación provisional, con la asistencia de la doctora MARITZA HERRERA BRITO como defensora de oficio del disciplinado: advirtió el a quo que en contra del investigado se siguieron 3 actuaciones por los mismos hechos con radicación 0188-2008, 0180-2008 y 0168-2008 que fueron acumuladas mediante providencia del 19 de agosto de 2009 al radicado 0198-2008, sin embargo en proveído del 23 de noviembre de 2009 se decretó la ruptura de la unidad procesal del proceso radicado No. 0198-2008 ordenándose investigar por separados a los abogados denunciados; quedando la investigación del doctor JIMÉNEZ CORPAS bajo el radicado 00581-2009 (fls. 22 a 24 c.o.)

4.- El 4 de marzo de 2010 el Gerente del ISS Seccional Magdalena informó que revisadas las bases de datos de la entidad no obra proceso ejecutivo a nombre de las empresas QUIMFEX LTDA, GUSTAVO FLOREZ CUCUNUBA, QUIMMINS INVERSIONES LARA Y LORA LTDA.

Así mismo no registra relación de proveeduría de medicamentos ni elementos médico-quirúrgicos con la firma QUIMIFEX LTDA, como tampoco vínculo de proveedor en las unidades estratégicas de negocios de salud EPS, pensiones y riesgos profesionales del Instituto de Seguros Sociales. Vale decir que esta empresa se utilizó por el investigado para cobros ficticios a la referida entidad (fls. 33 a 37 c.o.).

5.- El 11 de marzo de 2009 el Registro Nacional de Abogados acreditó la calidad de abogado y la vigencia de la tarjeta profesional de ADOLFO ARTURO JIMÉNEZ CORPAS (fl. 40 c.o.)

6.- El Juzgado 3 Promiscuo Municipal de Magdalena el 16 de marzo de 2009 remitió copias simples del proceso ejecutivo con radicado No. 2007-00222 (fls. 41 a  71 c.o.)

7.- La Secretaria Judicial de esta Sala el 8 de abril de 2010 dio cuenta de la ausencia de antecedentes disciplinarios del encartado (fl. 72 c.o.)

8.- El 9 de abril de 2010, previo despacho comisorio la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico, recepcionó la declaración del señor JOSÉ DEL CARMEN BARROS REDONDO en su calidad de Representante Legal de la firma QUIMIFEX LTDA, quién manifestó no conocer al abogado denunciado y tampoco haberle otorgado poder para que adelantara un proceso ejecutivo en contra del Seguro Social Seccional Magdalena por el cobro de unos saldos insolutos. 

Indicó que la firma que reposa en el poder calendado 21 de marzo de 2007 (folio 1 c.a 1.1.) no es suya, explicando que nunca firma con su nombre y que la verdadera es ilegible.

Aseguró que la empresa que representa no ha vendido productos al Seguro Social Seccional Magdalena, habida cuenta que los productos presuntamente suministrados son drogas hospitalarias que no hacen parte de su portafolio, de tal manera que lo presentado por el presunto abogado ADOLFO ARTURO JIMÉNEZ CORPAS es falso y ficticio.

Agregó, como ejemplo de toda la falsedad del proceso, que la copia de la factura obrante a folio 4 del c.a. no corresponde a la papelería por ellos manejada, pues aquellas tienen el logo preimpreso, y la firma allí estampada no coincide con la del funcionario del departamento de serviclientes, como tampoco coincide la dirección.

Finalmente manifestó que la actuación desplegada por el abogado en el proceso ejecutivo con radicado No. 00198-07 es ilegal por cuanto nunca han tenido relación con el ISS Seccional Magdalena (fl. 82 c.o.)

9.- El 8 de junio de 2010, previo despacho comisorio la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico, recepcionó la declaración del señor JORGE LUIS PINZÓN ANGULO en su calidad de Gerente de Químicos e Instrumentos LTDA –QUIMINS-, manifestando que no conoce a los abogados ADOLFO JIMÉNEZ CORPAS y MARITZA HERRERA BRITO, ni los ha contratado. Expresó que es el Gerente de QUIMINS LTDA y socio mayoritario desde el 18 de febrero de 1991.

Indicó, no tener conocimiento sobre el proceso ejecutivo seguido contra el Seguro Social por parte del señor JOSÉ DEL CARMEN BARRIOS REDONDO con radicado 00198-2007 adelantado en el Juzgado 2 Civil Municipal de Ciénaga Magdalena.

Al igual que su homólogo de QUIMIFEX LTDA , sobre el poder visible a folio 44 del c.o., informó que la firma que allí aparece no es la suya y que en nada se parece a la verdadera, advirtiendo su disposición de efectuar las pruebas necesarias para tal efecto, allegando copia del certificado de existencia y representación legal de la empresa Quimins LTDA (fls. 93 a 96 c.o.)

10.- Mediante auto del 5 de agosto de 2010 el a quo fijó como fecha para la celebración de la audiencia de pruebas y calificación provisional el día 26 del mismo mes y año a las 4 pm (fl. 100 c.o.), reprogramada para el 1 de octubre  de la misma anualidad (fl. 118 c.o.)

11.- En la fecha y hora indicada se celebró la audiencia de pruebas y calificación provisional con la participación del disciplinado y la defensora de oficio, procediendo a escuchar en versión libre (record 00:1:17) al abogado ADOLFO JIMÉNEZ CORPAS quién CONFESÓ la comisión de la falta disciplinaria investigada, argumentando que es inocente de cualquier hecho punible que en su contra se adelante, pero lo hacía para prevenir consecuencias futuras.

Adujo que en los 3 procesos ejecutivos, es decir, los poderes, los escritos de demandas y los anexos fue entregada por el señor GUILLERMO RAFAEL VILLA ROBLES a quien conoce desde el año de 1992, a comienzos de 2007 y le manifestó que tenía unos procesos ejecutivos para iniciar contra el Seguro Social, y en tal virtud a finales del mes de marzo del mismo año presentó las primeras demandas.

12.- Vencido el período probatorio, una vez analizados las pruebas allegadas al infolio el Magistrado sustanciador calificó la actuación, profiriendo cargos (record 00:27:09) contra del abogado ADOLFO ARTURO JIMÉNEZ CORPAS por la presunta incursión en la falta contra la lealtad debida a la administración de justicia descrita en el artículo 52 numeral 2° del Decreto 196 de 1971, perpetrada en 3 oportunidades en concurso homogéneo y sucesivo a título de dolo, por haber intervenido en actos fraudulentos en contra del  extinto Instituto de Seguro Social. 

13.- La Secretaría Judicial de esta Corporación,  acreditó mediante certificado del 5 de octubre de 2010,  la ausencia de sanciones disciplinarias del abogado ADOLFO ARTURO JIMÉNEZ CORPAS (fl. 125 c.o.)

DE LA SENTENCIA APELADA

Mediante providencia del 27 de octubre de 2010, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Magdalena, teniendo en cuenta la confesión del investigado, decidió sancionar disciplinariamente al doctor ADOLFO ARTURO JIMÉNEZ CORPAS, con suspensión de dos años en el ejercicio de la profesión, por la comisión de la falta contra la lealtad debida a la administración de justicia, descrita en el numeral 2° del artículo 52 del Decreto 196 de 1971, al establecer en grado de certeza el proceder antiético del referido profesional del derecho, al igual que su responsabilidad frente a dicho cargo endilgado; falta que le fue atribuida a título de dolo.

De entrada el a quo realizó un recuento de la situación fáctica de esta investigación significando que:

El 17 de diciembre de 2007 esa Corporación formuló pliego de cargos contra el doctor ANTONIO RAFAEL VIVES CERVANTES Juez 2° Civil Municipal de Ciénaga, por su coadyuvancia dentro del comportamiento falsario de algunos abogados, entre ellos el aquí investigado. 

Recordó la Sala de instancia que las partes no tenían domicilio en Ciénaga razón por la cual los despachos de esa localidad carecían de competencia para el conocimiento de las actuaciones procesales, aunado a ello, en virtud del Decreto 1750 de 2003 el Seguro Social dejó de prestar servicios de Salud pues para tal fin fueron creadas las ESES correspondiendo para la Región Caribe la ESE JOSÉ PRUDENCIO PADILLA, en ese orden de ideas cuando se iniciaron los procesos ejecutivos ya hacía aproximadamente 3 años la entidad demandada no tenía dependencia alguna en dicha ciudad, situación que corrobora el actuar ilícito.

No siendo suficiente con ello, a los libelos de las demandas se anexaron facturas que no provenían del deudor ni habían sido aceptadas por éste, además porque tales documentos no reunían los requisitos de ley al no constituir obligaciones claras, expresas y exigibles, tampoco existió contrato de suministro ni comprobantes de ingreso al Almacén del ISS, situación con la cual se verificó la actuación DOLOSA del disciplinado al presentar sendas demandas con bases en aquellos documentos, quién posteriormente como se reitera confesó su participación en el ilícito.

Así las cosas, con las pruebas relacionadas además de las allegadas dentro de la oportunidad procesal quedó demostrada la naturaleza fraudulenta de los procesos en los que actuó el abogado investigado quien desfalcó al Seguro Social en la suma de $ 679.611.930.

DE LA APELACIÓN
El disciplinado mediante escrito del 5 de noviembre de 2010 sustentó el recurso de alzada, solicitando se revoque el fallo de primer grado o en su lugar se imponga la sanción mínima establecida en el estatuto del abogado, teniendo en cuenta la confesión y la ausencia de antecedentes disciplinarios.

Explicó que a pesar de haber confesado los hechos materia de investigación, los escritos de demanda e incluso los poderes otorgados fueron entregados por el señor GUILLERMO VILLA ROBLES, sin que en la elaboración de los mismos hubiese tenido algún tipo de injerencia.

CONSIDERACIONES

1.- Competencia 

Conforme a las atribuciones conferidas por los artículos 256 numeral 3° de la Constitución  Política y 112 numeral 4° de la Ley 270 de 1996 - Estatutaria de la Administración de Justicia, en armonía con el artículo 59 de la Ley 1123 de 2007, esta Corporación a través de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria, es competente para conocer en apelación las providencias proferidas por las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura existentes en el país.

2.- De la Apelación

Sea lo primero advertir que la Sala se referirá exclusivamente a los motivos de disenso expuestos por el apelante en torno al fallo sancionatorio materia de examen, en atención a las previsiones del parágrafo único del artículo 171 de la Ley 734 de 2002, al cual se llega por remisión expresa del artículo 16 de la Ley 1123 de 2007, el cual dispone que la decisión en sede de apelación se extenderá sólo a los asuntos que resulten inescindiblemente vinculados al objeto de impugnación, por ello el análisis de la Sala se circunscribirá a lo que es materia del recurso.

En virtud de la competencia antes mencionada y sin observar causal alguna que pueda invalidar la actuación hasta ahora adelantada, procede la Sala a emitir su pronunciamiento con apoyo en el material probatorio obrante en el informativo y las disposiciones legales que recogen la temática.

Es necesario precisar, que para proferir fallo sancionatorio se requiere de la existencia de prueba que conduzca a la certeza sobre la existencia de la falta  y de la responsabilidad del disciplinable (Art. 332 del C. de P.P. norma aplicable por mandato del artículo 90 del Decreto 196 de 1971). Exigencias consagradas en similares términos en el artículo 97 de la Ley 1123 de 2007.

3.- De la Falta imputada 

En cuanto a la falta descrita en el numeral 2º del artículo 52 del Decreto 196 de 1971, se trae a colación su texto el cual reza:

“ARTICULO 52. Son faltas contra la lealtad debida a la administración de justicia.

(…)

2a. El Consejo, el patrocinio o la intervención en actos fraudulentos en detrimento de intereses ajenos  (…)”.

Advierte la Sala, que en primer orden el apelante solicitó ingenuamente la revocatoria del fallo sancionatorio, en consecuencia, se le precisa al recurrente, que en manera alguna hay lugar a la revocatoria del fallo, máxime cuando los elementos probatorios dieron la certeza sobre la comisión de la falta merecedora de reproche ético al abogado ADOLFO JIMÉNEZ CORPAS, situación que adquiere mayor relevancia, en el entendido que el disciplinado en la audiencia de pruebas y calificación provisional aceptó los cargos endilgados, acogiéndose igualmente a la figura de la confesión prevista en el parágrafo único del artículo 105 de la Ley 1123 de 2007, siendo tales razonamientos, más que suficientes para despachar desfavorablemente tal solicitud.

Ahora, pasando al punto central de disenso del abogado encartado, encuentra la Sala, que sin bien el operador judicial de instancia dio curso a la figura de la confesión después de la formulación de cargos, conforme los lineamientos del parágrafo precitado, de todas maneras el a quo cumplió con los criterios de atenuación previstos en el literal B del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007, en tanto, no se le impuso a la investigada la máxima sanción prevista en el Código Disciplinario del Abogado, que para un caso de la gravedad del que nos ocupa sería la exclusión. 

En desarrollo de los anteriores presupuestos, en torno a la inconformidad del abogado encartado por habérsele impuesto la sanción de suspensión del ejercicio profesional, por el término de dos años, encuentra la Sala que dicha restricción se encuentra acorde con el citado Estatuto Deontológico del Abogado, teniendo en cuenta la modalidad y gravedad de la conducta, máxime si se tiene en cuenta la connotación de la conducta por aquél desplegada al causar un detrimento al erario en cuantía de $ 679. 611.930,oo

En necesario recordar sobre este proceder fraudulento por parte del investigado que la Corte Constitucional en sentencia C-393 de 2006 señaló:

“Si ello es así, hacer uso de los conocimientos jurídicos especializados para engañar a terceros y a las propias autoridades judiciales, y no para colaborar con la justicia que es precisamente el compromiso ético y moral adquirido por el abogado, sin duda que afecta sustancialmente la lealtad que éste debe a la administración de justicia en el ejercicio de la profesión”
En consecuencia, no hay lugar o razón jurídica o legal para que en el presente evento se cobije al inculpado con una disminución en la sanción por la falta cometida, toda vez que encuentra la Sala ajustada a los lineamientos previstos en los artículos 43, 45 y 105 de la Ley 1123 de 2007 la suspensión del ejercicio profesional durante el término de dos años al citado profesional del derecho, por cuanto la responsabilidad del disciplinado se encuentra plenamente demostrada con las pruebas referidas en precedencia, sin que concurra en su favor causal excluyente que lo exima de tal compromiso.

En consecuencia, dados los argumentos expuestos, la Sala procederá a confirmar la providencia apelada por medio de la cual fue declarado responsable el abogado ADOLFO ARTURO JIMÉNEZ CORPAS de la comisión de la falta prevista en el numeral 2º del artículo 52 del Decreto 196 de 1971, por la cual se le realizó reproche disciplinario, al igual que la sanción impuesta por dicha infracción.
4.- Dosimetría de la sanción
Considera la Sala que la sanción de SUSPENSIÓN DE DOS (2) AÑOS en el ejercicio de la profesión impuesta al jurista debe confirmarse, pues la conducta en la que incurrió está cargada de una enorme grado de reprochabilidad, la cual desdibuja completamente el ejercicio de la profesión de abogado, poniendo en riesgo no solo el prestigio de tan alto mandato, sino también atentando contra deberes de tan  preciado valor como la lealtad debida a la administración de justicia, máxime si ha quedado plenamente establecido dentro del proceso que el togado acudió a maniobras fraudulentas para desfalcar al erario, en manifiesta contradicción con los deberes impuestos en el Estatuto Deontológico del abogado y  en detrimento de los intereses de todos los ciudadanos,  por ello concluye la Sala en cuanto a éste particular tópico que la gravedad y  modalidad de la falta sugieren la sanción impuesta por el  a quo.
Finalmente y dada la gravedad del comportamiento disciplinario del abogado investigado, esta Superioridad compulsará copias de toda la actuación a la Fiscalía General de la Nación para lo de su competencia.
Sin necesidad de más argumentaciones, procederá la Sala a confirmar integralmente la decisión objeto de alzada, en tanto allí se reflejó con acierto la realidad probatoria vertida al paginario, al igual que la responsabilidad del encartado frente a los cargos endilgados. 

En atención a lo precedentemente expuesto, la Sala Jurisdiccional  Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad  de la Ley.  
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR integralmente la sentencia del 27 de octubre de 2010, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Magdalena, mediante la cual sancionó con suspensión de dos (2) años en el ejercicio de la profesión al abogado ADOLFO ARTURO JIMÉNEZ CORPAS, al hallarlo responsable de la comisión de la falta descrita en el numeral 2° del artículo 52 del Decreto 196 de 1971, conforme lo expuesto en la parte motiva de este proveído.
SEGUNDO: ANÓTESE la sanción en el Registro  Nacional de Abogados, fecha a partir de la cual la sanción empezará a regir, para cuyo efecto se comunicará lo aquí resuelto a la Oficina encargada de dicho Registro, enviándole copia de esta sentencia con constancia de su ejecutoría.
TERCERO: Compulsar copias de toda la actuación a la Fiscalía General de la Nación para lo de su competencia.

CUARTO: Remitir el expediente a la colegiatura de instancia.
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